STJSL-S.J. – S.D. Nº 118/16.-

---En la Ciudad de San Luis, a veintidós días de junio de dos mil dieciséis, Año del Bicentenario de la Declaración de la Independencia Nacional, se reúnen en Audiencia Pública los Señores Ministros Dres. OMAR ESTEBAN URÍA, OSCAR EDUARDO GATICA y LILIA ANA NOVILLO y - Llamada a integrar la Dra. GLORIA OLGA SOSA LAGO DE TARAZI - Miembros del SUPERIOR TRIBUNAL DE JUSTICIA, para dictar sentencia en los autos: “ZÁRATE, FERNANDO JAVIER c/ OFRÍA, ROBERTO FERNANDO DOMINGO y OTROS s/ COBRO DE PESOS – LABORAL – RECURSO DE CASACIÓN” – IURIX Nº 195696/10.-

Conforme al sorteo practicado oportunamente con arreglo a lo que dispone el artículo 268 del Código Procesal Civil y Comercial, se procede a la votación en el siguiente orden: Dres. OMAR ESTEBAN URÍA, OSCAR EDUARDO GATICA, GLORIA OLGA SOSA LAGO DE TARAZI y LILIA ANA NOVILLO.- 
Las cuestiones formuladas y sometidas a decisión del Tribunal son:

I) ¿Es formalmente procedente el Recurso de Casación?

II) ¿Existe en el fallo recurrido alguna de las causales enumeradas en el art. 287 del CPCC?

III) En caso afirmativo a la cuestión anterior: ¿Cuál es la ley a aplicarse o la interpretación que debe hacerse del caso en estudio?

IV) ¿Qué resolución corresponde dar al caso en estudio?

V) ¿Cuál sobre las costas?

A LA PRIMERA CUESTIÓN, el Dr. OMAR ESTEBAN URÍA, Dijo: 1) Que conforme luce a foja 494 y vta., el apoderado de la parte actora interpuso recurso de casación contra sentencia definitiva R.L. LABORAL Nº 49/2014 de fecha 20/05/2014, obrante a fs. 485/491vta., dictada por la Cámara Civil, Comercial, Minas y Laboral Nº 1 de la Primera Circunscripción Judicial; que hizo lugar parcialmente a la apelación de la demandada y rechazó la de la actora, e impuso en ambas instancias, las costas en un 65% a las demandadas y en un 35% a la actora; y en la relación actora–personas físicas, costas a la actora; confirmando en lo demás la sentencia de primera instancia. Los fundamentos del recurso intentado lucen agregados a fs. 496/512, y contestados a fs. 530/544 vta.

2) En la aludida fundación, luego de: i) presentar el objeto del recurso; ii) analizar la concurrencia de los recaudos de admisibilidad formal del mismo; y iii) exponer los antecedentes de la causa, encuadró la presentación recursiva en los incisos a segunda parte y b del artículo 287 del CPC y C.- 

2.1) En primer lugar, criticó que la Cámara –en fallo dividido- haya resuelto desestimar la condena a las personas físicas demandadas, mediante la mera remisión de un precedente de otro caso –que a su vez remite a otro antecedente, según dijo- sin analizar las concretas constancias de la causa.

Agregó que la Alzada se apartó injustificadamente de la doctrina establecida en casación por el Superior Tribunal de Justicia de San Luis in re “Farinazzo”, la cual aclaró, resulta obligatoria conforme lo dispuesto por el art. 281 del CPC y C, precedente que transcribió parcialmente.

En relación a ello, se cuestionó por qué el tribunal de segunda instancia desestimó la responsabilidad de aquellas personas, que durante más de trece años se comportaron como únicos empleadores del actor, beneficiándose con sus servicios sin que jamás lo hubieran registrado; descargando la condena en dos ignotas y fantasmales sociedades de responsabilidad limitada, que sólo se manifestaron una vez extinguida la relación laboral, según expresó.

Criticó el precedente, al que se remitió la mayoría para fundar el fallo, por falta de precisión de la pertinencia de aquel en la causa decidida, y porque tal precedente, dijo, se redujo a indicar que el integrante de una sociedad de responsabilidad limitada no puede ser responsabilizado como empleador, sin fundar en modo alguno tal aseveración, que juzgó dogmática.

Adicionó que se ha incurrido en una aguda confusión conceptual al citar los fallos “Carballo” y “Palomeque” de la Corte, por un lado; y se ha afirmado dogmáticamente, la inexistencia de una situación que exceda el riesgo empresario y/o de impotencia patrimonial, por otro.

Por ello concluyó, en apreciaciones críticas respecto de la juridicidad de la sentencia, y agregó que lo más grave es que existe un error jurídico en la apreciación del conflicto sometido a consideración y una confusión conceptual; siendo notoriamente desacertadas sus conclusiones, producto de una errónea interpretación y aplicación de las normas sustantivas.
2.2) En concreto denunció: a) Falta de aplicación del artículo 26 de la Ley de Contrato de Trabajo; b) Inaplicabilidad de “Carballo” y “Palomeque”; y c) Que el fallo haya considerado que no se observan situaciones de impotencia patrimonial, o que excedan el giro empresario, para no extender la condena allende de las personas morales, a las personas físicas demandadas.

2.2.1) En lo tocante al punto a) - falta de aplicación del artículo 26 de la Ley de Contrato de Trabajo-, luego de transcribir el artículo en cuestión, dijo que su representado durante más de trece años, trabajó al margen de toda registración laboral para los señores Víctor y Roberto Ofría, quienes ni siquiera contestaron la intimación enviada a los efectos de que regularizaran su situación laboral; que nunca antes de la finalización del vínculo mencionaron la existencia de ninguna sociedad, haciéndolo recién una vez extinguida la relación, invocando la existencia de dos personas jurídicas absolutamente desconocidas para el trabajador.

Valoró que tales extremos fácticos –que afirmó no estaban controvertidos en autos- convierten en automáticamente responsables solidarios a los señores Ofría, en calidad de empleadores del actor.

Transcribió partes de fallos en los que se destacan las siguientes decisiones: 1) Que en virtud de lo establecido en el art. 26 LCT, el empleado, dadas ciertas condiciones, puede reclamar el crédito, tanto de las personas jurídicas, cuanto de las físicas que las integran; 2) La primacía de la realidad que permite responsabilizar a las personas físicas cuando, a través de la creación de personas jurídicas, se verifican maniobras que tienden a eludir la observancia de la ley; y 3) Cuando el dependiente no fue inscripto como empleado de la sociedad, puede ser considerado empleado de la persona física que le impartía órdenes y abonaba el salario.

A la zaga de los extractos jurisprudenciales citados, dijo: “si desde antiguo se ha dicho que los jueces no pueden soslayar la verdad objetiva de los hechos, porque tal cosa es incompatible con el servicio de justicia, no cabe duda que en el presente y por aplicación estricta del artículo 26 de la Ley de Contrato de Trabajo corresponde la condena solidaria de las personas físicas, al margen de la que le pudiera caber a las sociedades, que nunca esgrimieron durante más de trece años, (la) …relación de trabajo…”

Finalizó esta parte, afirmando que corresponde la aplicación directa, lisa y llana de lo dispuesto por el artículo 26 de la Ley de Contrato de Trabajo, y hacer responsables en forma solidaria, a las personas físicas demandadas como empleadoras del Sr. Zárate.

2.2.2) En relación al punto b) -inaplicabilidad de “Carballo” y “Palomeque”- dijo que la Cámara hizo de tales precedentes –que tratan de la teoría del disregard o descorrimiento del velo societario, según apuntó- una cita ciega, que tales fallos no guardan relación con las concretas constancias de autos.

Aseguró que, el Tribunal incurrió en grosera confusión toda vez que existe otro fundamento legal diferente al de “Palomeque” / “Carballo”, que torna viable la condena solidaria a los integrantes de las sociedades, que surge de la aplicación del juego armónico de los arts. 59, 157, y 274 de la Ley de Sociedades Comerciales.

En el caso de marras, tiene como indubitado que Víctor y Roberto Ofría fueron los únicos integrantes y socios gerentes de las sociedades por las que han sido eximidos de condena personal, según conceptualizó. Y agregó, que ellos han participado en el fraude laboral al actor; ilícito que han intentado deliberadamente ocultar, circunstancia que los torna responsables en los términos de los arts. 59 y 274 de la LSC.

Citó abundante Jurisprudencia.

2.2.3) En lo que respecta al punto c) -que el fallo haya considerado que no se observan situaciones de impotencia patrimonial, o que excedan el giro empresario, para no extender la condena allende de las personas morales, a las personas físicas demandadas- manifestó que tal conclusión es ajena a las constancias de la causa.

Al respecto dijo, que la Cámara ha pasado por alto los trece años de trabajo al margen de la ley, sin que se hubieran efectuado aportes a los organismos de la seguridad social, y que en el proceso las demandadas han incumplido las intimaciones del Juzgado, que solicitaban la presentación de la documentación contable y laboral, que permitiese evaluar la situación empresaria, lo cual demuestra un desborde total del riesgo empresario y la inexistencia de respaldo patrimonial.

Agregó, que los contratos sociales de “Rogavi SRL” y de “La Quinta SRL” dan cuenta de un capital social del $ 6.000.- (pesos seis mil) y 5.000.- (pesos cinco mil), respectivamente, lo que trasunta impotencia patrimonial. Que dicho capital resulta ínfimo y no luce suficiente o responsable; al contrario, de su consideración resulta ostensible, tanto la falta de patrimonio cuanto el abuso de la personalidad societaria con el objeto de burlar las expectativas del actor.

Citó y transcribió abundante doctrina y jurisprudencia.

2.3) Bajo el punto II) que tituló “Ley Nacional de Empleo” afirmó, que la Cámara incurrió en desacierto jurídico, al mantener el rechazo del recargo indemnizatorio previsto en el art. 8 de la ley N° 24.013; aduciendo para ello que el trabajador no habría cumplido con la remisión a AFIP, de la copia de la intimación a las demandadas.

Admite que la Cámara no niega la remisión, sino que rechazó el reclamo por falta de una medida informativa a tal repartición. Contradijo tal postura, afirmando que no hacía falta tal medida probatoria porque tal copia no fue negada por la contraria.

Que del cumplimiento del requisito en cuestión, da cuenta el instrumento postal agregado en autos, que fuera enviado el mismo día, a la misma hora y con numeración correlativa a las intimaciones de regularización dirigidas al empleador; cuya autenticidad, remisión y recepción, no fueron negadas por la adversaria. Dicha pieza posee plena eficacia probatoria para acreditar la remisión que exige la norma aplicable: máxime en el carácter de instrumento público que posee el telegrama colacionado del correo oficial remitido a la AFIP, concluyó.

Apoyó las razones expuestas en doctrina y jurisprudencia que transcribió, a las que remito en honor de brevedad.

2.4) En el punto III) “Costas” dijo, que la distribución de las costas en el decisorio cuestionado resulta arbitraria y contraria al derecho constitucional de propiedad, así como a la doctrina del Superior Tribunal en la materia.

Aclaró que no se le escapa que en principio dicha materia es ajena al recurso articulado, pero que habida cuenta de la sinrazón de la condena en costas, se impone la excepción. 

Que la arbitrariedad se patentiza, pues solo se ha rechazado un sólo rubro –art. 8, ley N° 24.013-, habiendo prosperado la demanda en el resto. De otra parte, agregó, que la parte en la que fue admitido el recurso de la demandada –el no cómputo a los fines de la antigüedad de los seis meses, en que el actor no trabajó- no solo no mereció oposición de su parte, sino que jamás fue un hecho controvertido, porque desde el inicio, la acción fue planteada en esos términos.

También expresó, que la forma de imposición de las costas por la Alzada contraviene expresamente el criterio sentado por el Superior Tribunal, que dice, -según afirmó el recurrente- que no cabe cargar las costas al trabajador, cuando encontrándose sin registrar debió iniciar litigio para el reconocimiento de  su condición y sus derechos; por lo que finalizó pidiendo se deje sin efecto la imposición de costas cuestionada.

Citó jurisprudencia.

3) En el escrito de contestación, la demandada, en lo esencial, dijo: 

3.1) En el primer punto, aludió a la formalidad del recurso. Dijo que el mismo resulta improcedente desde el plano formal, puesto que la fundamentación no responde a la técnica jurídica que impone el art. 287 del CPC y C en sus tres incisos.

Dijo que la casación no puede sostenerse por falta de aplicación de una norma, pues, en realidad, tal disposición sí se aplicó, aunque no contra todos los demandados; por ello el recurso no cuadra en el inc. a del art. 287 del CPC y C.

Agregó que tampoco es causal de casación, el agravio por la forma de imponer las costas, ya que ello tampoco encuadra en ninguno de los incisos del artículo en cuestión.

Mencionó que el recurrente, al pretender fundar su recurso, dijo que la sentencia criticada “…desinterpreta y omite aplicar correctamente las disposiciones de los arts. 14, 21, 26 de la ley de Contrato de Trabajo, artículos 59, 157 y 274 de la Ley de Sociedades Comerciales, art. 8 de la Ley Nacional de Empleo, así como las contenidas en los artículos 9 de la Ley de Contrato de Trabajo y 59 de la Constitución Provincial…”; pero en modo alguno explicó puntualmente, cuál sería la desinterpretación de cada uno de ellos. De igual crítica, es pasible la acusación, de haberse omitido aplicar correctamente las disposiciones aludidas, según adicionó.

Agregó que tampoco se está en presencia de la causal contenida en el inc. b del art. 287 del CPC y C, que establece la procedencia formal del recurso cuando se hubiese interpretado erróneamente una norma legal; porque lo que alega el actor no es una interpretación errónea de una norma, sino la incorrecta meritación de los hechos; lo que en todo caso, hubiese sido motivo de recurso extraordinario por arbitrariedad de sentencia, no de casación.

Ejemplificó con la expresión contenida al final del apartado d) del punto II), en el que dijo, se expresa: “…irrazonable apreciación de los hechos comprobados en la causa…”. También dijo que el actor ha aludido a la mala aplicación de normas procesales, violando lo establecido por el art. 288 del CPC y C.

Finiquitó esta primera parte, pidiendo se rechace la casación por improcedencia formal del recurso.
3.2) En el punto segundo, criticó la apreciación que el actor hizo de los hechos de la causa, lo que también erigió como requisitos obstativos de la casación.

Negó la afirmada clandestinidad de las sociedades condenadas y el consiguiente fraude laboral; pues afirmó, que las constancias de la causa demuestran la existencia de larguísima data de las mismas. Al respecto enumeró las pruebas en apoyo de tal defensa.

También controvirtió la afirmación de la actora, respecto a que desconocía la existencia de las personas jurídicas.

Reiteró lo expresado en el punto anterior, respecto de que el actor no logró en su escrito, encuadrar los agravios en los incisos a y b del art. 287 del CPC y C.; ya que la agotadora serie de citas jurisprudenciales y doctrinarias no fueron subsumidas en concreto en las causales que intentó probar.

Criticó la generalidad en la que fue expresada la frase, en la que dijo que la Cámara “…se ha apartado sin justificación alguna (…) de la doctrina del STJ de San Luis, dictada en la causa Farinazzo…”

Manifestó que al comenzar la página 7 del escrito de fundación del recurso, el recurrente esboza críticas propias de materia, que podría dar lugar al recurso extraordinario de inconstitucionalidad, mas no de casación.

Contradijo la alegada falta de aplicación del artículo 26 de la LCT; pues no se entiende el agravio por qué la Cámara condenó a las personas jurídicas en aplicación de la referida norma, conforme afirmó.

En relación a la misma disposición también dijo que el actor erró, cuando expresó que debió aplicarse el art. 26 de LCT, para hacer responsables solidariamente a las personas físicas demandadas; toda vez que esa norma no contempla solidaridad alguna.

Respecto de la crítica a la aplicación de los fallos “Carballo” y “Palomeque”, que hizo el actor, el demandado apuntó que aquel no indicó en qué estriba la incorrección de la Cámara en relación a los aludidos fallos.
En lo que toca a las situaciones que exceden el giro empresario – impotencia patrimonial, dijo que el actor se quejó de que no le gustó que la Cámara afirmase “…que no se observan situaciones de impotencia patrimonial o que exceden el giro empresario…”

Indicó que todo lo dicho por el actor, respecto a este punto, no se refiere ni a la omisión de aplicación, ni a la errónea interpretación de una norma, y que por lo tanto el agravio carece de materia casatoria.

Lo mismo dijo del agravio, que trata la falta de aplicación del artículo 8 de la Ley de Empleo Público. Con respecto a ello puntualizó, que el actor habló de desacierto por estar disconforme con la valoración de los hechos, y defendió la decisión fallada por la Cámara respecto al tema, por las razones que expuso, a las que remito.
3.3) En referencia a las costas dijo que, al contrario de lo afirmado por el actor, no existió arbitrariedad alguna en el fallo puesto en crisis, porque nada tiene de arbitrario que se cargue con costas a quien pierde; y, agregó, que las costas no son materia de casación. Que en todo caso debió arbitrarse otro medio recursivo, pero jamás la casación

En virtud de ello, finalizó solicitando se rechace el recurso de Casación, con costas.

4) Que a fs. 559/561, obra dictamen del Procurador General en el que postuló una recepción parcial del recurso, debiendo extender la responsabilidad imputada a la sociedad, a los socios demandados, de forma personal y en solidaridad con las personas jurídicas, y abonarse la indemnización al trabajador prevista en el art. 8 de la ley Nº 24.013; y rechazarse en lo que respecta a las costas, por los argumentos que adujo, a los que remito y doy por reproducidos en razón de brevedad.

5) Que ante todo, corresponde evaluar la concurrencia de los recaudos de admisibilidad del recurso; esto es, la aptitud formal del acto impugnaticio derivada de la confluencia de los requisitos exigidos por la ley, para provocar el juicio de casación.

En este sentido, se advierte que el recurso ha sido interpuesto y fundado temporáneamente, conforme los términos del art. 289 del CPC y C, en atención a constancia de: 1) La notificación de la sentencia recurrida de foja 493 (23/05/2014); 2) La interposición del recurso de foja 496 (28/05/2014); y 3) La fundación del mismo, cfr. constancia de foja 512 (09/06/2014 a la hora 8:00, es decir dentro del plazo de gracia).

El recurso se dirige contra una sentencia definitiva, en cumplimiento de lo imperado por el artículo 286 del CPC y C., y no es exigible el depósito previsto en el art. 290, en virtud de la eximición que la misma norma prevé, por revestir el recurrente la condición de empleado o trabajador. 

En consecuencia, considero en este estudio preliminar y en mérito a lo dispuesto por el inc. a del art. 301 CPC y C., que el recurso articulado deviene formalmente admisible.

Por lo expuesto, VOTO a esta PRIMERA CUESTIÓN por la AFIRMATIVA.
Los Señores Ministros, Dres. OSCAR EDUARDO GATICA, GLORIA OLGA SOSA LAGO DE TARAZI y LILIA ANA NOVILLO, comparten lo expresado por el Sr. Presidente, Dr. OMAR ESTEBAN URÍA y votan en igual sentido a esta PRIMERA CUESTIÓN.-
A LA SEGUNDA CUESTIÓN, el Dr. OMAR ESTEBAN URÍA, Dijo: 1) Que, a los efectos del análisis de esta segunda cuestión, y en armonía con lo que prescribe el art. 301 inc. b del CPC y C.; debe dilucidarse, si en la resolución recurrida, existe alguna de las causales previstas en el art. 287 del código citado y si el escrito de fundación se basta a sí mismo; caso contrario el recurso deducido no podría prosperar. (STJSL, 17/05/2007 “KRAVETZ, ELIAS SAMUEL c/ EDISAL SA – D y P – Recurso de Casación”). 
Al respecto este Alto Cuerpo tiene establecido que, para la procedencia del recurso de casación, se debe alegar sobre la correcta interpretación legal, indicando en modo claro y preciso, la forma en que se ha violado la ley invocada en el fallo y cuál es la interpretación correcta; circunstancia que si no se cumplimenta en autos, el recurso en estudio debe ser rechazado (Cfr. fallo citado en párrafo anterior).

En relación a la correcta conceptualización, y por ende preciso trazado de lindes del remedio impugnaticio intentado, cabe señalar, siguiendo a doctrina especializada, que una de las características típicas de la casación es que: “…sólo tiene viabilidad en el caso que exista un motivo legal (o causal); por ende no es suficiente el simple interés –el agravio- sino que se precisa que el defecto o error que se le imputa al decisorio recurrido esté expresamente tipificado –objetivado- por ley (..). Por ello puede acotarse que su objeto es de delimitación restringida, pues está ceñido por dos elementos fundamentales, a saber: a) debe tratarse de una misma cuestión sobre la que versa el proceso principal, como sucede en todo recurso; y b) siendo esa vía “extraordinaria”, no puede referirse a la integridad del asunto ventilado en el juicio, vale decir que es preciso realizar una delimitación del tema recursivo” (Cfr. Juan Carlos Hitters, Técnica de los recursos extraordinarios y de la casación, 2ª  Edición, Librería Editora Platense SRL, La Plata, 1998, p.213; citado anteriormente en STJSL 20/11/2007 CHÁVEZ, MIRTA NORA c/ OBRA SOCIAL PERSONAL de IND. QUÌMICAS y PETROQUÍMICAS s/ COBRO DE PESOS – Recurso de Casación).-

2) Que, del análisis de la exposición recursiva y tal como ha sido relatado en la cuestión anterior en lo pertinente, resulta que –al margen de los ataques meramente genéricos contenidos en el punto 2.1) de la cuestión precedente, y que por dicha laxitud se advierte ab initio, que no cumplen con la suficiencia técnica exigida por el remedio intentado-; hay cinco cuestionamientos que deberán resolverse, a saber: a) Falta de aplicación del artículo 26 LCT, tal como ha sido relatado en el punto 2.2.1); b) Cuestionamiento de la aplicación de los fallos “Carballo” y “Palomeque” y en contrapartida la aplicación de los artículos 59, 157 y 274 LSC, según lo descrito en el punto 2.2.2); c) La queja sobre la consideración que hizo el fallo de segunda instancia, que entendió que no se verificaban situaciones de impotencia patrimonial, o que excedan el giro empresario; en virtud de lo cual no extendió la condena a las personas físicas que integran las jurídicas, relatado en el número 2.2.3); d) La falta de aplicación de las normas de la ley 24.013, referida en el 2.3); y e) La distribución de la condena en costas, 2.4).

Antes de abordar el tratamiento de los puntos expuestos, debo insistir en la naturaleza del presente recurso, que exige una singular técnica, que con la mayor precisión posible delimite el cuestionamiento y la pretensión casatoria. Dicha tarea está en cabeza del recurrente interesado, y de ninguna manera pueden suplirla los órganos de la magistratura.

En ese marco, la doctrina ha dicho que, en los planteos casatorios: “…no basta con expresar una mera discrepancia con la decisión de la sentencia, siendo menester denunciar y demostrar la existencia de una violación o error en la aplicación (o interpretación) de la ley o doctrina legal. Esto es, se requiere que el recurrente se refiera directa y concretamente a los conceptos sobre los que se asienta la sentencia, exigencia que no se cumple con la mera invocación de determinadas normas legales…” (Cfr. ARAZI, Roland –director- y DE LOS SANTOS, Mabel –coordinador-, en Recursos Ordinarios y Extraordinarios, Rubinzal Culzoni Editores, Santa Fe, 2005, pág. 607 (artículo de Irene Hooft).

Dicho esto, pasaré a analizar cada uno de los planteos casatorios, tal como lo he anunciado y expuesto en el primer párrafo del punto 2) de esta cuestión.
a) Falta de aplicación del artículo 26 de la LCT – El recurrente invoca dicha norma y la transcribe, a la que aduna pronunciamientos jurisprudenciales, y pretende de su aplicación e inteligencia, derivar la extensión solidaria de la responsabilidad de las personas jurídicas a las personas físicas; pero tal planteo no puede prosperar.

En primer lugar, debió indicar qué parte del artículo en cuestión no fue aplicado, y además esgrimir las razones por las que expresa tal convencimiento. Nada de eso se verifica en la fundamentación del recurso.

Por otro lado, debo decir que no es correcto que no se haya aplicado tal norma, que en rigor solo designa a quienes se considera empleador o empleadores. En tal sentido indica que: Se considera “empleador” a la persona física o conjunto de ellas, o jurídica, tenga o no personalidad jurídica propia, que requiera los servicios de un trabajador.

De tal texto podemos concluir que, “empleador(es)” son, o pueden ser, tanto personas físicas (una o un conjunto) o jurídica (una o un conjunto, aunque por estar expresado el término jurídica en singular no hay acuerdo unánime en la doctrina). No indica la disposición, como parece querer entenderlo el actor, que necesariamente deban considerarse empleadores a personas jurídicas, juntamente con las personas físicas que las integran.

En tal marco afirmamos sin hesitación, que la Cámara al considerar empleadoras a las personas jurídicas, que condenó al pago de las indemnizaciones, aplicó la parte del artículo que creyó pertinente. Ello no trasunta mala aplicación, sino válida aplicación parcial de la norma en la parte que se creyó pertinente. 
Los otros argumentos relativos a la verdad objetiva –o principio de realidad- que debe campear en el ámbito laboral en particular, no tiene directa atingencia con la inteligencia de la norma y su aplicación, en relación a la consecuencia jurídica que el recurrente pretende derivar de la misma.

b) Cuestionamiento de la aplicación de los fallos “Carballo” y “Palomeque” y en contrapartida la aplicación de los artículos 59, 157 y 274 LSC – Aquí el actor reniega de la aplicación que hizo la mayoría de la Cámara de la doctrina sentada en los fallos “Carballo” y “Palomeque”; en relación al disregard o desconocimiento del velo societario, porque cree que existe otro fundamento, que en el caso de marras, desplazaría la aplicación de tales precedentes y tornaría viable la condena solidaria a los integrantes de las sociedades. Tal argumentación –afirma- surge del juego armónico de los artículos 59, 157 y 274 de la Ley de Sociedades Comerciales.

Tal como ha sido presentado este punto, no puede tener acogida en el ámbito de casación, porque el recurrente sólo ha presentado de manera genérica, las normas que cree le permite concluir con lo que pretende, pero ha obviado precisar cuál es el “juego armónico”, el razonamiento y aplicación concreta, que conduciría a solución diversa de la arribada por la Cámara.

En este punto me remito a los conceptos doctrinarios transcriptos ut-supra.

c) Afirmación de Cámara que dice que no se observan situaciones de impotencia patrimonial o que excedan el giro empresario – Tal crítica no puede reexaminarse en este ámbito, por tratarse de cuestiones de hecho y pruebas valoradas en el ejercicio jurisdiccional de los jueces, que escapan a la materia casatoria, con arreglo a lo establecido por el art. 287 del CPC y C., por lo que debe rechazarse.

d) Rechazo de la sanción del art. 8 de la ley 24.013 – Que tal como ha sido expuesto este agravio, el recurrente reniega de que la Cámara no receptara la aplicación de la multa que establece el artículo 8 de la ley de empleo (Nº 24.013), a favor del empleado no registrado o registrado deficientemente; cuando, adujo, se ha cumplido con los requisitos para la procedencia. Por lo que el presente motivo causal, trata la falta de aplicación de la ley al caso, por lo que –en abstracto- cuadra en la segunda parte del inc. a del art. 287, y amerita tratamiento.

Consecuentemente, esta es la materia que abordaré de seguido en la presente instancia de casación.

Con objetivo propedéutico y metodológico, a mayor ilustración, transcribiré en lo pertinente el artículo 8 de la 
ley de empleo –y las normas concordantes-, cuya aplicación ha sido negada, tanto en primera instancia como en segunda, aunque por diversos motivos.

Artículo 8° - El empleador que no registrare una relación laboral abonará al trabajador afectado una indemnización equivalente a una cuarta parte de las remuneraciones devengadas desde el comienzo de la vinculación…

La aplicación de tal artículo, y por ende el pago de la indemnización a favor del trabajador afectado, es supeditada por el mismo ordenamiento normativo (ley N° 24.013), al cumplimiento de algunos recaudos que especifica en el artículo 11° de la ley de empleo y en el art. 3 del decreto reglamentario Nº 2725/91, que a continuación reproduciré en la parte oportuna:

“Artículo 11° - Las indemnizaciones previstas en los artículos 8°, 9° y 10° procederán cuando el trabajador o la asociación sindical que lo representen cumplimente en forma fehaciente las siguientes acciones: a) intime al empleador a fin de que proceda a la inscripción, establezca la fecha real de ingreso o el verdadero monto de las remuneraciones, y b) proceda de inmediato y, en todo caso, no después de 24 horas hábiles siguientes, a remitir a la Administración Federal de Ingresos Públicos copia del requerimiento previsto en el inciso anterior.

Con la intimación el trabajador deberá indicar la real fecha de ingreso y las circunstancias verídicas que permitan calificar a la inscripción como defectuosa. Si el empleador contestare y diere total cumplimiento a la intimación dentro del plazo de treinta días, quedará eximido del pago de las indemnizaciones antes indicadas…”.-
Por su parte, la disposición reglamentaria, reza: 

“Art. 3° Dec. Nº 2425/91 — (Artículo 11 de la Ley 24.013).

1). — La intimación para que produzca los efectos previstos en este artículo, deberá efectuarse estando vigente la relación laboral…”
Ahora bien, de las constancias de la causa, surge que la sentencia de primera instancia rechazó el rubro “art. 8 ley N° 24.013” por dos razones: a) Porque la intimación no fue hecha estando vigente la relación laboral; y b) Porque no se respetó el plazo para regularizar la registración. En tanto que, una vez apelada la decisión, la Alzada confirmó el rechazo de la sanción indemnizatoria, por haberse omitido demostrar que se remitió copia de la intimación del art. 11 a la AFIP. Si bien el Tribunal reconoció que el empleado alegó el cumplimiento del requisito, sostuvo que no se cumplió con la carga de demostrar, que esa comunicación llegó al conocimiento de la AFIP, como podría haberse acreditado con la solicitud de informe al Correo, cfr. foja 489 y vta.

En rigor corresponde, abordar el planteo casatorio de la sentencia puesta en crisis, i.e., de la sentencia de segunda instancia.

Si nos atenemos a los términos del artículo 11 de la ley N° 24.013 observamos, que para la procedencia de la indemnización de los artículos 8°, 9° y 10° –en el presente caso el 8°-, intimado el empleador en la forma de ley, se requiere como pauta adicional y acumulativa la remisión inmediata –en todo caso, no después de las 24 horas hábiles- a la AFIP, de la copia del requerimiento realizado a la patronal.

Lo que la norma impera, es el envío o remisión a la AFIP, por lo que no corresponde en buena hermenéutica, adicionar otro requisito no previsto por la ley; pues en tal caso se estaría erigiendo una cortapisa no legal para la procedencia de la multa, por falta o deficiente registración. 

De modo que, si de las constancias de autos, puede verificarse la remisión en forma, el recaudo debe reputarse satisfecho en orden a la procedencia de la sanción indemnizatoria; resultando una formalidad excesiva, requerir la prueba de que tal remisión epistolar ha ingresado efectivamente en el ámbito de conocimiento de la AFIP.
Así lo ha sostenido en reciente fallo la Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo Sala V; 11/09/2014, in re “Mansilla, Mónica Elizabeth vs. Quispe, Acurio Gerardo s. Despido”, cuando en relación al punto dijo: “…No es posible una solución que la norma no contempla, esto es, que se acredite la efectiva toma de conocimiento por parte del organismo recaudador, ello en el entendimiento que la obligación de remitir prevista en la normativa mencionada en primer término -alude al inc. b, art. 11, Ley 24013- no comprende ninguna otra exigencia legal que resulte ostensible más allá de las condiciones que la ley expresamente reconoce (art. 22, Código Civil y art. 9 LCT)…”, La aclaración entre guiones, me pertenece.

Igual temperamento fue sostenido por la CSJ de Buenos Aires en fecha 06/10/2010 in re “Catalano, Mauro Jesús vs. Sealy Argentina SRL y otros s. Indemnización por despido”, cuando acuñó que “…no obsta a la procedencia de la indemnización prevista en el art. 8, Ley 24013, el hecho de que no se haya acreditado en autos la recepción de la comunicación a la AFIP por parte de esa administración; ello así, dado que las normas en cuestión no pueden ser interpretadas con criterio restrictivo en beneficio del evasor, pues esto sería contrario a la finalidad de la ley y al principio consagrado en el párr. 2, art. 9, LCT…” y sin solución de continuidad agregó: “…Una solución distinta desvirtuaría los objetivos del referido ordenamiento legal en general (art. 2, Ley 24013), y específicamente los relativos a la promoción de la regularización de los contratos de trabajo y al consecuente desaliento de conductas evasoras (inc. j, art. 2, Ley 24.013)…” 
De otra parte, el telegrama Ley Nº 23.789, mediante el cual se instrumentó la remisión a la AFIP, de fecha 29/01/2010, luce razonablemente suficiente como para tenerlo por expedido en la forma exigida por la ley. Tal apreciación basta a los efectos del cumplimiento de lo requerido en el inciso b del artículo 11 de la ley Nº 24.013, aun cuando no se haya contrastado con el informe del Correo, por las razones antedichas.

En la misma línea, han razonado tribunales especializados en la materia, vgr., la Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, Sala I, 31/08/2012, in re “Villalba, Rafael Ernesto vs. OIT Logística SRL y otro s. Despido”, al precisar “…Cuando el telegrama dirigido a la AFIP está redactado en el formulario de estilo, con el sello de la oficina postal y demás recaudos formales, como ocurre en el caso, debe razonablemente entenderse que lleva ínsita la prueba de autenticidad y en consecuencia su remisión, requisito éste último al que alude el inc. b, art. 11, Ley 24013, por ende se encuentra cumplido y habilita la procedencia de la multa…”
Por lo expuesto, el recaudo bajo estudio debe considerarse cumplido, lo que hace procedente la pretensión casatoria en este punto, con los alcances aquí determinados. 

Sin embargo, el análisis efectuado no basta para determinar la procedencia de la multa del art. 8 de la ley N° 24.013, toda vez que quedan subsistentes los óbices puestos en primera instancia, más arriba precisados, y que no han tenido tratamiento en la Alzada, a pesar de formar parte de los agravios de apelación; posiblemente por considerarlos abstractos, habida cuenta de cómo se trató el recaudo del inc. b del art. 11 de la ley de empleo.

Por ello, para asegurar el debido proceso, en punto a la doble instancia ordinaria, se impone que sobre la base de lo resuelto en este punto, bajen las actuaciones para que mediante la conformación de un tribunal hábil, se examinen el resto de los agravios planteados en segunda instancia, en lo que respecta a la decisión de la jueza de primera instancia de rechazar la indemnización del art. 8 de la ley N° 24.013, que no fueron tratados en la Alzada, por la circunstancia antes especificada.

e) Costas – Por tratarse de una cuestión de naturaleza procesal, y por ende encontrarse vedado su tratamiento en casación, cfr. art. 288 del CPC y C., el planteo no puede tener andadura; sin embargo, a las resultas de la suerte del recurso, podrán ser readecuadas las costas, en virtud de lo establecido por el art. 279 del CPC y C., también de aplicación en instancia extraordinaria.
Por lo expuesto, y en mérito al desarrollo antecedente, VOTO A ESTA SEGUNDA CUESTIÓN, por la AFIRMATIVA, en lo que respecta a desarrollo del punto d) (…) sanción del art. 8 de la ley 24.013, y POR LA NEGATIVA, en lo relativo al resto de planteos casatorios.

Los Señores Ministros, Dres. OSCAR EDUARDO GATICA, GLORIA OLGA SOSA LAGO DE TARAZI y LILIA ANA NOVILLO, comparten lo expresado por el Sr. Presidente, Dr. OMAR ESTEBAN URÍA y votan en igual sentido a esta SEGUNDA CUESTIÓN.-
A LA TERCERA CUESTIÓN, el Dr. OMAR ESTEBAN URÍA, Dijo: Dado como se ha votado la cuestión anterior, corresponde tener por cumplido en forma el requisito del inciso b del artículo 11 de la ley N° 24.013, con la sola acreditación de la remisión a la Administración Federal de Ingresos Públicos, de la copia del requerimiento de registración, sin que se deba exigir la prueba, de que tal envío entró efectivamente en la órbita de conocimiento de la AFIP. ASÍ LO VOTO.

Los Señores Ministros, Dres. OSCAR EDUARDO GATICA, GLORIA OLGA SOSA LAGO DE TARAZI y LILIA ANA NOVILLO, comparten lo expresado por el Sr. Presidente, Dr. OMAR ESTEBAN URÍA y votan en igual sentido a esta TERCERA CUESTIÓN.-
A LA CUARTA CUESTIÓN, el Dr. OMAR ESTEBAN URÍA, Dijo: Hacer lugar parcialmente al recurso de casación, en lo que respecta al tratamiento que la Cámara dio al recaudo contenido en el inciso b del artículo 11 de la ley 24.013, es decir el relativo a la remisión a la Administración Federal de Ingresos Públicos, copia del requerimiento de registración, de conformidad con el análisis jurídico realizado en el inc. d, punto 2) de la Cuestión Segunda; punto en que la sentencia en crisis debe ser casada.

Bajar las actuaciones, para que mediante la conformación de un tribunal hábil, se examinen el resto de los agravios planteados en segunda instancia, sobre la improcedencia del rubro del art. 8 de la ley N° 24.013, resuelta en primera instancia; teniendo en cuenta, en la parte que hubiere lugar, la doctrina que emana del presente fallo. ASÍ LO VOTO.- 
Los Señores Ministros, Dres. OSCAR EDUARDO GATICA, GLORIA OLGA SOSA LAGO DE TARAZI y LILIA ANA NOVILLO, comparten lo expresado por el Sr. Presidente, Dr. OMAR ESTEBAN URÍA y votan en igual sentido a esta CUARTA CUESTIÓN.-
A LA QUINTA CUESTIÓN, el Dr. OMAR ESTEBAN URÍA, Dijo: Conforme ha prosperado parcialmente el planteo casatorio, corresponde imponer las costas de esta instancia extraordinaria, en un 20% a la demandada y en un 80% a la actora recurrente. No procede la readecuación facultada por el art. 279 del CPC y C., en virtud de que no ha habido pronunciamiento final sobre la efectiva procedencia de la indemnización analizada, en la parte en la que se declaró procedente el planteo casatorio; lo que dependerá del fallo al que se arribe en segunda instancia, cuando se traten los agravios. ASÍ LO VOTO.-
Los Señores Ministros, Dres. OSCAR EDUARDO GATICA, GLORIA OLGA SOSA LAGO DE TARAZI y LILIA ANA NOVILLO, comparten lo expresado por el Sr. Presidente, Dr. OMAR ESTEBAN URÍA y votan en igual sentido a esta QUINTA CUESTIÓN.-
Con lo que se da por finalizado el acto, disponiendo los Sres. Ministros la Sentencia que va a continuación:
                                                                                                                             ///…

///…
San Luis, junio veintidós de dos mil dieciséis.-
Año del Bicentenario de la Declaración de la Independencia Nacional.-
Y VISTOS: En mérito al resultado obtenido en la votación del Acuerdo que antecede, SE RESUELVE: I) Hacer lugar parcialmente al recurso de casación, en lo que respecta al tratamiento que la Cámara dio al recaudo contenido en el inciso b del artículo 11 de la ley N° 24.013, es decir el relativo a la remisión a la Administración Federal de Ingresos Públicos, copia del requerimiento de registración, de conformidad con el análisis jurídico realizado en el inc. d, punto 2) de la Cuestión Segunda; punto en que la sentencia en crisis debe ser casada.

II) Bajar las actuaciones, para que mediante la conformación de un tribunal hábil, se examinen el resto de los agravios planteados en segunda instancia, sobre la improcedencia del rubro del art. 8 de la ley N° 24.013, resuelta en primera instancia; teniendo en cuenta, en la parte que hubiere lugar, la doctrina que emana del presente fallo.-

III) Costas de esta instancia extraordinaria en un 20% a la demandada y en un 80% a la actora recurrente.- 
REGÍSTRESE y NOTIFÍQUESE.-

No firma el Dr. HORACIO G. ZAVALA RODRÍGUEZ, por encontrarse excusado. 
La presente Resolución se encuentra firmada digitalmente por los Dres. OMAR ESTEBAN URÍA, OSCAR EDUARDO GATICA, LILIA ANA NOVILLO y GLORIA OLGA SOSA LAGO DE TARAZI, en el sistema de Gestión Informático del Poder Judicial de la Provincia de San Luis, no siendo necesaria la firma ológrafa, conforme Reglamento Expediente Electrónico.- 
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